FALTA DE JURISDICCIÓN – Nulidad procesal 
La falta de jurisdicción comporta propiamente una nulidad procesal, cuya declaratoria es una medida de saneamiento, si se considera que lo que se encuentra en discusión es el juez natural para conocer de la controversia; vale precisar que para el asunto de marras, la Corporación ha mantenido una jurisprudencia consistente en lo que tiene que ver con la competencia atribuida por la Ley 712 de 2001 a la Jurisdicción Ordinaria para conocer de las controversias originadas en el Sistema de Seguridad Social, en cuanto ello i) no excluye la competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para conocer de los asuntos de responsabilidad médica imputables a las entidades Estatales y ii) cuando se pretenda el pago de los recobros al FOSYGA por los servicios prestados en cumplimiento de los fallos de tutela, vencida la oportunidad de acudir a la administración, deberá adelantarse ante esta jurisdicción la acción de reparación directa. En ese orden, al margen que en el caso de autos se trate de una acción in rem verso, su conocimiento continúa bajo la tutela de esta jurisdicción atendiendo a la naturaleza de las partes. NOTA DE RELATORIA: En relación a la oportunidad procesal para efectuar reclamaciones con cargo al Fosyga, consultar sentencia de 28 de septiembre de 2006, Exp. 30550, MP. Ruth Stella Correa Palacio.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO 
Bogotá, D.C., veintidós (22) de enero de dos mil quince (2015)
Radicación número: 
76001-33-33-000-2012-00107-00(52611)
Actor: EMSSANAR - EMPRESA PROMOTORA DE SALUD
Demandado: MINISTERIO DE PROTECCION SOCIAL Y OTROS
Referencia: MEDIO DE CONTROL ACTIO IN REM VERSO
Resuelve el despacho el recurso de apelación interpuesto por la entidad demanda y la apelación adhesiva presentada por la demandante en contra del auto proferido el 2 de octubre de 2014, por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en el curso de la audiencia inicial, mediante el cual “declaró de oficio probada la excepción de falta de jurisdicción” y dispuso remitir a la Jurisdicción Ordinaria Laboral por competencia el asunto de la referencia. 
ANTECEDENTES

El 27 de julio de 2012, la Asociación Mutual Empresa Solidaria de Salud EMSSANAR E.S.S., mediante apoderado debidamente constituido, en ejercicio del medio de control de in rem verso, solicitó declarar patrimonialmente responsable a la demandada, por el enriquecimiento injusto en cuanto omitió pagar la suma de MIL TRESCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES TRESCIENTOS DIEZ MIL DOSCIENTOS VEINTISIETE PESOS ($ 1.374.310.227,oo) M/CTE, con ocasión de los recobros  realizados por la prestación de los servicios y suministros de medicamentos no incluidos en el plan obligatorio de salud del régimen subsidiado en cumplimiento de distintos fallos de tutela. 
Mediante auto de 11 de febrero de 2013 se admitió la demanda, luego en auto de 15 de septiembre de 2014, se convocó a las partes para la realización de la audiencia inicial en los términos del artículo 180 de la Ley 1437 de 2011 y en el curso de la misma, con fundamento  en el artículo 138 del Código General de Proceso se dispuso declarar la falta de jurisdicción, conforme a lo dispuesto por la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, porque, a su juicio, en los asuntos que tienen que ver con los recobros de aquellos servicios y medicamentos no incluidos en el POS, suministrados por una EPS, en cumplimiento de una orden judicial, conocerá la Jurisdicción Ordinaria en su especialidad Laboral conforme lo previsto en el artículo 2º de la Ley 712 de 2001.

Inconforme con lo decidido, el Ministerio Público y la entidad demandada interpusieron recurso de apelación y la actora adhirió al mismo. 

A juicio del representante del Ministerio Público, la competente para dirimir la controversia es la jurisdicción contenciosa, teniendo en cuenta la naturaleza de la entidad demandada y el fondo de la discusión. La demandada sostuvo que, al margen de la decisión del Consejo Superior de la Judicatura, la Corporación ha sostenido que el conocimiento de las controversias que tienen que ver con la prestación de los servicios de salud por parte de entidades públicas corresponde a la Jurisdicción Contenciosa. Postura está a la que la actora se adhirió sin más. 

El despacho se abstendrá de considerar el recurso interpuesto por el procurador delegado ante el tribunal, en cuanto no se dan los presupuestos relativos al interés jurídico para apelar la decisión, conforme lo previsto en providencia de 27 de septiembre de 2012
. En dicha oportunidad, la Sala  precisó que, según lo previsto en el artículo 303 de la Ley 1437 de 2011, el Ministerio Público se encuentra facultado para actuar como demandante o como sujeto procesal especial, para intervenir en todos los procesos e incidentes que se adelanten ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y garantías fundamentales, sin perjuicio de la carga argumentativa que le asiste y que consiste en señalar de manera expresa las razones o motivos en virtud de las cuales ejerce los medios de oposición a las providencias, así como identificar el apoyo constitucional de su postura, de lo que se sigue que en el caso concreto a más de que se echa de menos las razones que lo legitimaron  para apelar la decisión, tampoco se advierte que su intervención apareje la defensa del patrimonio público, los derechos fundamentales comprometidos o el orden jurídico. 
En ese orden, aunque no corresponde dar curso a la impugnación del Ministerio Público, si corresponde resolver de fondo la apelación interpuesta por la parte demandada, pero su estudio se limitará al cargo expuesto y a las razones que llevaron al tribunal a declarar la nulidad por falta de jurisdicción, así como la apelación adhesiva interpuesta por la demandante. 
Previamente a resolver se considera:

Prima facie, corresponde precisar que el despacho es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto en el curso de la audiencia inicial de conformidad con lo previsto en el artículo 244 de la Ley 1437 de 2011, aunado a que por su naturaleza la decisión es apelable, pues conforme el numeral 6º del artículo 180 el auto que decida sobre las excepciones previas será susceptible del recurso de apelación, o súplica, según el caso. De donde procede el primero, tratándose de un auto en proceso de dos instancias.

En este orden, el despacho se pronunciará sobre el recurso interpuesto por las partes contra el auto de 2 de octubre de 2014, proferido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, de conformidad con el artículo 125 de la Ley 1437 de 2011

Ahora bien, entrando en materia, el a quo declaró probada la excepción de falta de jurisdicción fundado en el artículo 138 del Código General del proceso, porque a su juicio le correspondía a la jurisdicción ordinaria laboral el conocimiento del proceso. 
Aunque en esta oportunidad no corresponde privilegiar las normas contenidas en el Código General del Proceso, en cuanto el Acuerdo n.° PSAA14-10155 de 28 de mayo de 2014, proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura dispuso la suspensión del cronograma de implementación del Código General del Proceso, hasta tanto el Gobierno Nacional apropiara los recursos indispensables para su implementación y funcionamiento, la decisión se hará con sujeción a las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.

En este panorama, aunque la falta de jurisdicción comporta propiamente una nulidad procesal, cuya declaratoria es una medida de saneamiento, si se considera que lo que se encuentra en discusión es el juez natural para conocer de la controversia; vale precisar que para el asunto de marras, la Corporación ha mantenido una jurisprudencia consistente en lo que tiene que ver con la competencia atribuida por la Ley 712 de 2001 a la Jurisdicción Ordinaria para conocer de las controversias originadas en el Sistema de Seguridad Social, en cuanto ello i) no excluye la competencia de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para conocer de los asuntos de responsabilidad médica imputables a las entidades Estatales
 y ii) cuando se pretenda el pago de los recobros al FOSYGA por los servicios prestados en cumplimiento de los fallos de tutela, vencida la oportunidad de acudir a la administración, deberá adelantarse ante esta jurisdicción la acción de reparación directa
. En ese orden, al margen que en el caso de autos se trate de una acción in rem verso, su conocimiento continúa bajo la tutela de esta jurisdicción atendiendo a la naturaleza de las partes. 
Siendo así, el despacho hace suyas las consideraciones que llevaron a la Sala a definir que la Jurisdicción Contenciosa es la competente para conocer de las controversias relativas al reclamo de los recobros al FOSYGA por los servicios prestados en cumplimiento de los fallos de tutela, una vez vencida la oportunidad de acudir a la administración –Se destaca-:

Oportunidad para efectuar reclamaciones y/o recobros con cargo al FOSYGA 

El legislador estableció los requisitos para que las E.P.S. efectúen los recobros al Estado por los servicios prestados; aunque excluidos del Plan Obligatorio de Salud. Para el efecto, en el caso que ocupa a la Sala y según la normatividad vigente al momento de los hechos, la Ley 1281 de 2002 establecía: 

“ARTÍCULO 13. TÉRMINOS PARA COBROS O RECLAMACIONES CON CARGO A RECURSOS DEL FOSYGA. Sin perjuicio de los términos establecidos para el proceso de compensación en el régimen contributivo del sistema general de seguridad social en salud, con el fin de organizar y controlar el flujo de recursos del Fosyga, cualquier tipo de cobro o reclamación que deba atenderse con recursos de las diferentes subcuentas del Fosyga deberá tramitarse en debida forma ante su administrador fiduciario dentro de los seis meses siguientes a la generación o establecimiento de la obligación de pago o de la ocurrencia del evento, según corresponda. En consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido. 

La reclamación o trámite de cobro de las obligaciones generadas con cargo a los recursos del Fosyga, antes de la entrada en vigencia del presente decreto, deberán presentarse dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de este decreto”
.

Es de anotar que el aparte “[e]n consecuencia no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido”, fue declarado exequible por la Corte Constitucional, en el entendido que el pago podrá atenderse “administrativamente”, solo si se presenta en tiempo. Señala la decisión: 

“4.4 La constitucionalidad condicionada de las expresiones “En consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido” contenidas en el primer inciso del artículo 13  del Decreto 1281 de 2003

Dado que como ya se señaló el Legislador en el ejercicio de su potestad de configuración de los procedimientos administrativos está sometido a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, la Corte considera necesario hacer las siguiente precisiones sobre el alcance de la  disposición acusada y en particular de las expresiones “En consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido” contenidas en el primer inciso de dicha disposición. 
De antemano cabe aclarar i) que con el artículo acusado no se está desconociendo la existencia de las obligaciones a cargo del Fosyga pasados los seis meses a que él alude; la disposición solamente establece la imposibilidad de reclamarlas por vía administrativa, y ii) que el término de seis meses a que alude el artículo acusado ha de contarse lógicamente a partir del momento en que la persona o entidad que debe realizar la reclamación está efectivamente en posibilidad de hacerla ante el Fosyga. 

La Corte considera necesario precisar así mismo que las expresiones “En consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido” contenidas en el primer inciso del artículo 13 del Decreto Ley 1281 de 2002, deben entenderse en el sentido que los cobros o reclamaciones que se hubieren presentado dentro del término de los seis meses a que alude dicho artículo, si podrán ser reconocidos por la administración, pues lo que razonablemente cabe exigir es que la reclamación se presente dentro de dicho término y no que tanto la reclamación como el reconocimiento  se realicen  dentro de los seis meses a que la norma alude. Téngase en cuenta que la fecha de la presentación de la reclamación depende de quien la hace, en tanto que el reconocimiento depende del Fosyga y que no tendría ningún sentido que se le invocara la norma acusada como fundamento de la imposibilidad para la administración de reconocer y pagar la obligación respectiva a quien efectuó la reclamación dentro del término señalado en ella. 
Ahora bien, dado que las expresiones aludidas pueden llegar a interpretarse en este último sentido, -a saber que los 6 meses aluden al reconocimiento de la obligación  y no simplemente a la reclamación -, interpretación que como ya se señaló es contraria al  principio de razonabilidad, la Corte declarará la exequibilidad, por los cargos analizados de las expresiones “En consecuencia, no podrá efectuarse por vía administrativa su reconocimiento con posterioridad al término establecido” contenidas en el primer inciso del artículo 13 del Decreto Ley 1281 de 2002, en el entendido que quedan a salvo los cobros o reclamaciones que se hubieren presentado dentro del término de los seis meses a que alude dicho artículo”
.
Así mismo, la Corte Constitucional señaló al Ministerio los parámetros a los que debe ajustarse el FOSYGA para garantizar a las EPS el pago de los servicios prestados por concepto de medicamentos y/o tratamientos NO POS, originados en sentencias de tutela o autorizados por los Comités Técnicos Científicos; en los siguientes términos:   

“(….) garantizar que el procedimiento de recobro por parte de las Entidades Promotoras de Salud ante el Fosyga, así como ante las entidades territoriales respectivas, sea ágil y asegure el flujo oportuno y suficiente de recursos al sistema de salud para financiar los servicios de salud, tanto en el evento de que la solicitud se origine en una tutela como cuando se origine en una autorización del Comité Técnico Científico. 

 

Para dar cumplimiento a esta orden, se adoptarán por lo menos las medidas contenidas en los numerales vigésimo quinto a vigésimo séptimo de esta parte resolutiva. 

 

(…) a partir de la notificación de la presente sentencia, cuando se trate de servicios de salud cuya práctica se autorizó en cumplimiento de una acción de tutela: (i) la entidad promotora de salud podrá iniciar el proceso de recobro una vez la orden se encuentre en firme, bien sea porque la sentencia de instancia no fue impugnada, bien sea porque se trata de la sentencia de segunda instancia, sin que el procedimiento de autorización del servicio de salud o de recobro pueda ser obstaculizado con base en el pretexto del eventual proceso de revisión que se puede surtir ante la Corte Constitucional; (ii) no se podrá establecer como condición para reconocer el derecho al recobro de los costos que la entidad no estaba legal ni reglamentariamente obligada a asumir que en la parte resolutiva del fallo de tutela se autorice el recobro ante el Fosyga, o la correspondiente entidad territorial. Bastará con que en efecto se constate que la EPS no se encuentra legal ni reglamentariamente obligada a asumirlo de acuerdo con el ámbito del correspondiente plan de beneficios financiado por la UPC. Y (iii) en el reembolso se tendrá en cuenta la diferencia entre medicamentos de denominación genérica y medicamentos de denominación de marca, sin que pueda negarse el reembolso con base en la glosa 'Principio activo en POS' cuando el medicamento de marca sea formulado bajo las condiciones señaladas en el apartado (6.2.1.) de esta providencia. 

El Ministerio de Protección Social y el administrador fiduciario del Fosyga deberán presentar un informe sobre el cumplimiento de esta orden antes del 15 de noviembre de 2008 ante la Corte Constitucional”
. 

Cabe precisar, además, que para reclamar ante el FOSYGA el pago de los servicios prestados, por concepto de medicamentos NO POS y/o fallos de tutela, vencida la oportunidad de acudir a la administración, deberá adelantarse ante esta jurisdicción la acción de reparación directa. Señala la jurisprudencia –se destaca-:

“1. Para dotar de eficacia al derecho de acción, el legislador ha consagrado diferentes tipos de acciones que podrán ser impetradas ante la jurisdicción por los interesados en impulsar un litigio, sin que esto signifique que su escogencia queda al arbitrio del actor sino que dependerá de los fines, móviles y motivos que lleven a su ejercicio, los cuales deben coincidir con aquellos que permite la acción.

(…)

2. En el presente caso, la demandante formuló acción de reparación directa en contra de la Nación, Ministerio de Protección Social, Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, porque considera que se le causó un daño por la omisión de la administración en el pago de los servicios de salud que prestó a la población desplazada. Reclamó el pago de los valores contenidos en las “facturas” que aportó con la demanda a las que acompañó otros documentos correspondientes a soportes que se emitían cuando se atendía a cada una de las personas desplazadas. 

De esos documentos emitidos por el Centro Médico del Sur Ltda., es decir que no provienen del demandado ni se observa que éste los haya reconocido, no se puede predicar la existencia de un título ejecutivo, dado que en relación con las facturas cambiarias el artículo 773 del Código de Comercio exige su aceptación, señalando que una vez aceptada por el comprador se considerará frente a terceros de buena fe, que el contrato de compraventa ha sido debidamente ejecutado; lo cual significa para el caso concreto, que se requiere de la aceptación del título por parte del deudor, esto es por parte del demandado de las facturas presentadas, para que pueda entenderse que el negocio jurídico que dio origen a la expedición de las mismas ha sido debidamente ejecutado, actuación que no se presentó por cuanto no se observa dicha aceptación.   

Ante documentos en esas condiciones no es posible entender que la acción  ejecutiva sea la idónea, tal entendimiento implica negar el acceso del demandante a la administración de justicia, por cuanto presentados como título de recaudo dentro de un proceso ejecutivo probablemente se le negará el mandamiento de pago precisamente por ausencia de título ejecutivo, con lo cual se le imposibilitaría al actor la reclamación de los valores que según lo afirmado en la demanda, se le adeudan por concepto de la prestación de los servicios de salud. Es decir, el accionante está en la necesidad de constituir un título ejecutivo del cual carece y precisamente ese es el propósito que persigue con esta acción.        

En consecuencia, como lo que se pretende con la demanda es que se declare la responsabilidad de la demandada por los perjuicios ocasionados al actor con la omisión en el pago de los servicios de atención en salud que le prestó a la población desplazada y como consecuencia se le condene al pago de lo adeudado, la acción idónea es la de reparación directa, esto es la ejercida”
.

Las razones anteriores son suficientes para revocar la decisión del tribunal y disponer la continuación del proceso. 
Por lo expuesto, se    

RESUELVE

REVÓCASE el auto proferido el 2 de octubre de 2014, por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en el curso de la audiencia inicial, mediante el cual declaró probada la falta de jurisdicción.
DEVUÉLVASE el expediente al tribunal de origen para que se continúe con el trámite del proceso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
� Consejo Superior de la Judicatura, Sala Disciplinaria, providencia de 5 de marzo de 2014, expediente n.° 11001010200020130135300. M.P. MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA. “ Sucede que al revisar el contexto en el cual se origina el debate planteado por la parte demandante, encuentra la Sala una controversia enmarcada en el Sistema de Seguridad Social Integral, relacionada con el recobro de aquellos servicios y medicamentos no incluidos en el POS, que fueron suministrados por una EPS en cumplimiento de una orden judicial o de los dispuesto por el Comité Técnico Científico, es decir, se trata de un litigio relacionado con el servicio de Salud, donde se vincula tanto a la Entidad Prestadora como al Ministerio de ramo a través del Consorcio encargado de la administración del FOSYGA, respecto del cual se depreca el mencionado recobro.





En efecto, la norma especial en la materia –Ley 712 de 2001-, en su artículo 2º dispone:


La Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de:


4. Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan.





Precisamente el Decreto 000458 del 22 de febrero de 2013, expedido por el Ministro de Protección Social definió el recobro en su artículo primero, así:


“Se entiende por recobro ante el Fondo de Solidaridad y Garantía –FOSYGA-, el procedimiento que se adelanta para presentar cuentas por concepto de tecnologías en Salud no incluidas en el Plan Obligatorio de salud –POS-, suministradas a un usuario y autorizadas por el Comité Técnico Científico -CTC- u ordenadas por fallos de tutela”.





A su vez, el artículo 8º de la Ley 100 sancionada en 1993, consagra la conformación del Sistema de Seguridad Social Integral:


El sistema de seguridad social integral es el conjunto armónico de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos y está conformado por los regímenes generales establecidos para pensiones, salud, riesgos profesionales y los servicios sociales complementarios que se definen en la presente ley.





Así las cosas, como quiera que la controversia planteada se refiere a la presunta omisión en el pago de los dineros correspondientes al recobro por la prestación de los servicios de salud o el suministro de medicamentos no incluidos en el POS, que hace parte del Sistema de Seguridad Social Integral, de acuerdo a lo preceptuado en la norma transcrita, la competencia es de la Jurisdicción Ordinaria Laboral”.   


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, providencia de 27 de septiembre de 2012, expediente n.° 44541. M.P. ENRIQUE GIL BOTERO.


� ARTÍCULO 125. DE LA EXPEDICIÓN DE PROVIDENCIAS. Será competencia del juez o Magistrado Ponente dictar los autos interlocutorios y de trámite; sin embargo, en el caso de los jueces colegiados, las decisiones a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr005.html" \l "243" �243� de este Código serán de la sala, excepto en los procesos de única instancia. Corresponderá a los jueces, las salas, secciones y subsecciones de decisión dictar las sentencias. Los autos que resuelvan los recursos de súplica serán dictados por las salas, secciones y subsecciones de decisión con exclusión del Magistrado que hubiere proferido el auto objeto de la súplica.





� Sentencia del 24 de abril de 2008. Expediente No. 17062. C.P. Enrique Gil Botero. Sentencia del 7 de octubre de 2009, expediente 18373, M.P. Ruth Stella Correa.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 28 de septiembre de 2006, radicado número: 41001-23-31-000-2004-01533-01(30550), Actor: Centro Médico del Sur Ltda., Demandado: Nación-Ministerio de Protección Social y otros. C.P. Ruth Stella Correa  Palacio. En igual sentido se pronunció la SUBSECCIÓN “B” en auto de 28 de febrero de 2013, expediente 41439, M.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


 


�  Artículo modificado por el artículo 111 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente: “Las reclamaciones o cualquier tipo de cobro que deban atenderse con cargo a los recursos de las diferentes subcuentas del FOSYGA se deberán presentar ante el FOSYGA en el término máximo de (1) año contado a partir de la fecha de la generación o establecimiento de la obligación de pago o de la ocurrencia del evento, según corresponda.





PARÁGRAFO 1. Por una única vez, el FOSYGA reconocerá y pagara todos aquellos recobros y/o reclamaciones cuya glosa aplicada en el proceso de auditoría haya sido únicamente la de extemporaneidad y respecto de la cual el resultado se haya notificado a la entidad reclamante y/o recobrante, antes de la entrada en vigencia de la presente disposición, siempre y cuando no haya operado el fenómeno de la caducidad previsto en el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A. o en la norma que lo sustituya, previa nueva auditoría integral, que deberá ser sufragada por la entidad reclamante o recobrante, según sea el caso, en los términos y condiciones que para el efecto fije el Ministerio de Salud y Protección Social.





PARÁGRAFO 2. Las cotizaciones no compensadas, incluidas las glosadas sin compensar al momento de expedición del presente Decreto, deberán compensarse por parte de las Entidades Promotoras de Salud EPS, y entidades obligadas a compensar, dentro del año siguiente a la vigencia de este Decreto Ley, previo el cumplimiento de los procedimientos establecidos en los Decretos 2280 de 2004 y 4023 de 2011 o las normas que lo modifiquen, adicionen o sustituyan”.


� Corte Constitucional, sentencia C-510 de 25 de mayo de 2004, M.P. Álvaro Tafur Galvis.  


� Corte Constitucional mediante la Tutela  T-760-08 de 31 de julio de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. Al respecto se deben tener en cuenta las órdenes dadas por la Corte Constitucional al Fondo de Solidaridad y Garantía en la sentencia de tutela antes citada.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, auto de 28 de septiembre de 2006, radicado número: 41001-23-31-000-2004-01533-01(30550), Actor: Centro Médico del Sur Ltda., Demandado: Nación-Ministerio de Protección Social y otros. C.P. Ruth Stella Correa Palacio. 





